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Del problema público
a la política pública

Cecilia Sarabia Ríos
El Colegio de la Frontera Norte
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Christian Iván Becerril-Velasco
El Colegio de la Frontera Norte

ORCID: 0000-0003-1423-4150

Según Weber,1 la razón de ser del gobierno es la resolución de los problemas 
públicos que enfrenta la población de un territorio determinado usando, si es ne-
cesario, la coacción física. Para conseguir este objetivo, cuenta con un cuerpo de 
burócratas especializado encargado de la toma de decisiones actuando de forma 
imparcial e impersonal y siempre en favor del interés público. Dicho razonamiento 
parece lógico, coherente e incluso fácilmente realizable, por lo que ha sido utiliza-
do para justificar la intervención estatal desde el siglo XIX.

Sin embargo, la definición de los problemas públicos es un proceso por demás 
complejo, ya que estos son siempre construidos de acuerdo con la carga axiológica y 
los intereses económicos, políticos y sociales de los tomadores de decisiones. Esta si-
tuación fue ampliamente analizada por Laswell,2 después de la Segunda Guerra Mun-
dial, quien insistía en la necesidad de darle cientificidad a las decisiones o acciones 
gubernamentales. En consecuencia, se instituyó la ciencia de la toma de decisiones 
públicas o ciencia de las políticas comúnmente llamada en nuestros días como el 
enfoque de política pública.

Con el paso del tiempo, el propósito de dicha perspectiva se ha ampliado, pa-
sando de la racionalización de la decisión pública a la eficiencia de la gestión pública 
1 Max Weber, Economy and society: an outline of interpretive sociology. Los Angeles, University of California 

Press, 1978. 
2 Harold Lasswell, “The Policy Orientation”, en H. J. Lasswell y J. Lerner (eds.), The Policy Sciences: Recent De-

velopments in Scope and Method. Stanford, Stanford University Press, 1951.  
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y la gobernanza democrática. La entrada 
al enfoque de política pública tiene dos 
principales vías: el proceso de la política 
y el análisis de las políticas. El proceso 
es una lectura de problemas públicos 
con la idea de conocer la forma en que 
se toman las decisiones y mejorarlo, 
mientras que el análisis es una lectura 
sobre ese proceso incorporando méto-
dos analíticos con la idea de perfeccio-
nar la decisión pública.

Ambas entradas poseen tres prin-
cipios fundamentales. Por un lado, para 
resolver los problemas públicos se re-
quiere forzosamente conocer, estudiar y 
analizar las causas que los generan. Por 
otro lado, las políticas públicas deben 
apuntar siempre a cambiar la conducta 
de su población objetivo, por ejemplo, 
si el problema es el consumo de drogas, 
se implementarán acciones para dismi-
nuirlo. Finalmente, una política pública 
es un conjunto de acciones (no solo 
programas) destinadas a la resolución 
de un problema público.3

En consecuencia, las políticas pú-
blicas son parte de un acuerdo a partir 
de la discusión entre el gobierno y la 
sociedad sobre lo que debe resolverse 
y los mecanismos para ello, por lo que 
requieren de un contexto en el que se 
privilegien los principios democráti-
cos, ya que al elegir una determinada 
solución se dejan de lado otras. Estos 
procesos de descarte de opciones para 
resolver los problemas son también 
muy importantes.

3 Luis F. Aguilar Villanueva, El estudio de las políticas públicas. México, Porrúa, 2007. 
4 David Arellano Gault y Felipe Blanco, Políticas públicas y democracia. México, Instituto Federal Electoral, 

2013. 

Ahora bien, si la definición de los 
problemas públicos es un asunto com-
plejo, la conversión de esa definición en 
una política pública es un camino aún 
más sinuoso. Empezaremos por decir 
que el gobernar por políticas públicas es 
una forma de hacerlo, pero no la única.4 
En la historia de la humanidad, ha ha-
bido regímenes políticos distintos a los 
democráticos, como los monárquicos o 
aristocráticos, en donde las decisiones 
sobre la resolución de problemas pú-
blicos son tomadas sin tomar en cuenta 
a la ciudadanía. 

Además, no existe un acuerdo ge-
neralizado respecto a las etapas que 
debe incluir el proceso de las políticas 
públicas, ya que es una técnica de in-
vestigación para analizar la realidad y 
tomar decisiones destinadas a modi-
ficarla a través de la resolución de las 
causas de los problemas públicos. Pero 
las etapas más utilizadas comúnmente 
son cinco: la incorporación en la agenda 
de gobierno; la definición del problema 
público; el diseño de la política; la im-
plementación de los mecanismos e ins-
trumentos de solución y su evaluación. 

Hablamos de un proceso continuo, 
pero no consecutivo; es decir, se puede 
iniciar desde cualquiera de sus fases, ya 
que son interdependientes y los pro-
blemas públicos son dinámicos y cam-
biantes. Para entrar en la agenda guber-
namental, el asunto requiere primero 
ganar la atención pública a nivel local, 
subnacional o nacional, algunos auto-
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res la llaman agenda pública, la cual, 
incluye los problemas que algún/os 
grupos sociales consideran que deben 
ser atendidos por el gobierno. Una vez 
que han ganado la visibilidad suficien-
te, pueden ingresar en la lista de temas 
que podrían atenderse formalmente, es 
decir, en la agenda gubernamental.

Los problemas públicos que son fi-
nalmente atendidos por el gobierno son 
el resultado de un juego político, de di-
suasión, persuasión y de convencimien-
to en donde los valores de los actores 
permean el resultado. Sin embargo, el 
análisis de políticas públicas acude a 
la ciencia para explicar las razones de 
su entrada, de su clasificación y defini-
ción como problema público. A partir de 
esta definición, se inicia el diseño de la 
política, es decir, las estrategias que se 
seguirán para resolver el problema, sus 
metas y objetivos. 

El propósito principal de esta fase 
es establecer una relación entre los me-
dios (políticos, administrativos y finan-
cieros) de los que se dispone y el cam-
bio conductual que se va a lograr con la 
política pública, así como su operacio-
nalización y medición. Posteriormente, 
en la implementación de la política, se 
ponen en funcionamiento los mecanis-
mos/medidas para alcanzar los objeti-
vos deseados. Esta fase se enfoca en la 
parte organizacional y operativa de la 
administración pública.

El ciclo termina/inicia con la eva-
luación de la política pública, fase en 
la que se recapitula lo aprendido y se 
lleva a cabo el rediseño de la misma 

5 Idem.

a través de la comparación de los re-
sultados obtenidos con los estándares 
planteados en su diseño. Es la fase más 
técnica y normativa y es el mecanismo 
a través del cual se justifica su existen-
cia y se rinde cuentas.5 

En América Latina, el enfoque 
de política pública se introdujo en los 
años ochenta ante la necesidad de ha-
cer más eficientes las decisiones del 
gobierno, derivado del adelgazamiento 
del Estado por la apertura de la eco-
nomía. En México, la Constitución Polí-
tica señala que corresponde al Estado 
organizar un sistema de planeación 
democrática del desarrollo nacional, 
para lo cual, contará con un Sistema 
Nacional de Información Estadística y 
Geográfica (INEGI) que también estará 
a cargo de la evaluación de los progra-
mas, objetivos, metas y acciones de la 
política de desarrollo social.

En consecuencia, las políticas 
públicas son normalmente diseña-
das, implementadas y evaluadas a 
nivel federal, mientras que los go-
biernos estatales y municipales se 
limitan a replicarlas. Además, no 
siempre se acude a la ciencia para su 
diseño e implementación, resultan-
do en estrategias que no responden 
a las problemáticas particulares de 
las distintas regiones del país. Más 
aún, existe escasez de los resultados 
de las políticas públicas tanto a ni-
vel federal como subnacional, espe-
cialmente de las que no son dirigidas 
hacia la reducción de la pobreza, ya 
que la evaluación es un proceso que 
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se entiende más dentro del aspecto 
normativo que del científico.

En este contexto, el objetivo de 
este dossier es presentar un breve 
análisis de algunas políticas públicas 
que han sido implementadas en Mé-
xico en las últimas décadas, así como 
sus principales resultados.

En el primer apartado, Dyana Gon-
zález expone “Políticas públicas dirigi-
das a la disminución del rezago social”, 
donde analiza el diseño e implemen-
tación de dos políticas de Estado para 
la promoción del desarrollo y la supe-
ración de la pobreza: 1) Programa de 
Educación, Salud y Alimentación, que 
estuvo vigente hasta 2018, y 2) Las Becas 
para el Bienestar Benito Juárez, imple-
mentadas a partir de 2019. Ambas com-
parten el objetivo de reducir la pobreza 
y fomentar el desarrollo, pero difieren 
significativamente en sus enfoques y 
mecanismos de acción.

La autora señala que las proble-
máticas actuales de pobreza y desa-
rrollo tienen raíces históricas y que los 
distintos gobiernos han tratado de mi-
tigarlas a través de distintas visiones. 
Realiza una analogía sobre la visión de 
la pobreza y el rezago social, el diseño 
de los programas y su implementación, 
a partir de la definición del problema, 
las estrategias implementadas, los acto-
res involucrados, los recursos moviliza-
dos y sus desafíos.

 Con lo anterior, concluye que una 
solución efectiva para combatir el re-
zago social “requeriría integrar los en-
foques de ambos programas, combi-
nando la inclusión y simplicidad de las 

BBBJ con los mecanismos de evaluación 
y desarrollo de capacidades de PROS-
PERA”, definiendo una postura hacia el 
aprendizaje gubernamental.

En el segundo apartado, Julio Pé-
rez expone “Ciudad cercana”, una políti-
ca pública con gobernanza participativa 
para la sostenibilidad urbana”, implan-
tada en la ciudad de Chihuahua desde el 
año 2023, con la intención de “promover 
una ciudad centrada en las personas, 
privilegiando la proximidad y el acceso 
a una vida urbana más inclusiva, diná-
mica y ambientalmente responsable”. 
La política se concentra en enfrenar los 
retos de accesibilidad y cohesión social 
en los contextos de desigualdad y pro-
blemas estructurales que caracterizan a 
las ciudades contemporáneas. 

Las bondades de la política 
apuntan a mejorar las condiciones ge-
nerales de los habitantes de la ciudad 
y a proporcionar mejores condiciones 
de vida, pero además incorpora varios 
actores, tanto gubernamentales como 
no gubernamentales, y estrategias in-
novadoras como la participación ciu-
dadana y la gobernanza participativa 
que, a partir de varias herramientas, 
buscan incorporar diversas opiniones 
para la toma de decisiones.

Con esta revisión, el autor indica 
que “la relevancia de esta política pú-
blica trasciende el ámbito local al ali-
nearse con tendencias globales de ur-
banismo sostenible, inclusión social y 
gobernanza democrática”. Por tanto, su 
visión se enfoca en política públicas 
que además de propuestas eficientes 
incorporen a la ciudadanía.
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Por último, la tercera sección, es-
crita por Leslie Núñez, es un análisis 
del programa “Todos Somos Juárez, ¿un 
modelo de aprendizaje?”. En sus re-
flexiones sobre la forma de atender la 
exacerbada violencia en Ciudad Juárez 
en el periodo 2008-2012, la autora iden-
tifica como aciertos la cobertura mediá-
tica (en el cumplimiento de su función 
de informar y dar seguimiento a los he-
chos de la realidad), las movilizaciones 
ciudadanas como mecanismo de pre-
sión para atender la problemática, la 
estructura de la estrategia a partir de 
acciones en varias áreas y el involucra-
miento de actores gubernamentales y 
no gubernamentales. 

Como limitaciones, señala la tra-
dición de liderazgo comunitario, la 

falta de credibilidad de la ciudadanía 
en las fuerzas de seguridad, la falta de 
coordinación efectiva entre los distin-
tos niveles de gobierno, la corrupción 
y la falta de continuidad.

En cuanto a las lecciones apren-
didas, menciona que la forma en que 
se sectorizó la política dejó resulta-
dos mixtos, insuficientes y de corto 
plazo, así como que la inversión de 
recursos económicos no es suficiente 
para reducir o modificar la percep-
ción de inseguridad entre la pobla-
ción. Otra lección fue la necesidad de 
crear infraestructura para el desarro-
llo social y fomentar la participación 
ciudadana en la toma de decisiones 
como elementos favorables en las 
políticas públicas. 

Luis Pegut, El perfil del viejo silencio.
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Políticas públicas dirigidas a la 
disminución del rezago social

Dyana Berenice González Hernández
El Colegio de la Frontera Norte

ORCID: 0009-0002-5825-8509

La pobreza y la desigualdad social son problemas persistentes en México, mar-
cando una profunda división en el acceso a derechos fundamentales tales como 
la educación, la salud y una calidad de vida digna. A lo largo de las últimas tres 
décadas estas problemáticas estructurales han sido objeto de intervención a través 
de diversas políticas públicas que buscan mitigar sus efectos y, en el mejor de los 
casos, erradicarlas. Las desigualdades en México tienen raíces históricas y los dis-
tintos gobiernos han tratado de mitigarlas. 

De acuerdo con Aguilar, en la agenda pública, los asuntos están “compitiendo 
por llamar la atención y desatar la iniciativa del gobierno, generan una oportunidad 
de elección”,1 por lo que la pobreza se incorporó a la agenda pública mexicana debido 
a su carácter de problema estructural y a la presión tanto nacional como internacional 
para atenderlo. 

Dos programas que destacan en este esfuerzo son: PROSPERA, que estuvo vi-
gente hasta 2019 y las Becas para el Bienestar Benito Juárez (BBBJ), implementadas a 
partir de ese mismo año. Ambos programas abordan los mismos problemas sociales: 
la pobreza, las desigualdades, la dificultad de las familias más vulnerables para garan-
tizar la educación de sus hijos y, con ello, mejorar sus condiciones de vida. Sin embar-
go, sus diferencias en diseño e implementación reflejan visiones contrapuestas sobre 
el papel del Estado en la promoción del desarrollo y la superación de la pobreza.

Programa PROSPERA  

El programa PROSPERA se remonta a los años noventa, un periodo marcado por 
crisis económicas y crecientes niveles de desigualdad. La narrativa dominante 
1 Luis F. Aguilar Villanueva, “Estudio introductorio”, en Problemas públicos y agenda pública. México, Porrúa, 

1993, p. 39.
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de la época vinculó la pobreza con la 
falta de acceso a servicios básicos y 
la ausencia de capacidades humanas 
para el desarrollo. Esto llevó a los 
formuladores de políticas a adoptar 
enfoques integrales, promovidos por 
organismos internacionales como el 
Banco Mundial (BM), que sugerían la 
implementación de transferencias 
condicionadas como una solución 
efectiva para romper el ciclo interge-
neracional de la pobreza.

El programa fue diseñado como 
una política de transferencias mone-
tarias condicionadas, basadas en el 
cumplimiento de ciertos requisitos 
por parte de las familias beneficia-
rias. Estas condicionalidades incluían 
la asistencia regular de los niños y 
jóvenes a la escuela, así como la par-
ticipación de las familias en progra-
mas de salud y nutrición. El modelo 
buscaba no solo aliviar la pobreza de 
manera inmediata mediante apoyo 
económico, sino también promover 
el desarrollo humano de largo plazo 
al mejorar los indicadores en educa-
ción, salud y alimentación.2

El problema se definió en la 
agenda gubernamental en 1997, 
cuando se estableció el programa 
inicial denominado PROGRESA,3 y es-
tuvo impulsado por la necesidad de 
abordar la pobreza extrema de ma-
2 Secretaria de Bienestar, Conoce todo sobre Prospera. México, 2016. Disponible en: https://www.gob.mx/

bienestar/articulos/conoce-todo-sobre-prospera.
3 “En el marco del Plan Nacional de Desarrollo 1995-2000, y respondiendo a los objetivos planteados en ma-

teria de desarrollo social y superación de la pobreza extrema, el Programa de Educación, Salud y Alimen-
tación —Progresa— que aquí se presenta es un esfuerzo para ampliar las oportunidades y complementar 
el ingreso de millones de familias en México que viven en condiciones de muy alta marginación” Programa 
de Educación, Salud y Alimentación (PROGRESA). Programa de Educación, Salud y Alimentación: Documen-
to de presentación. México, Gobierno de México, 1998. Disponible en: https://www.gob.mx/cms/uploads/
attachment/file/79893/1998--.pdf.

nera integral y por las recomenda-
ciones de organismos internaciona-
les que promovían las transferencias 
condicionadas como una estrategia 
innovadora. Progresa, y más tarde 
Oportunidades y PROSPERA, se cons-
truyeron bajo la idea de correspon-
sabilidad, donde el gobierno y las 
familias beneficiarias asumían com-
promisos para mejorar las condicio-
nes de vida y romper el ciclo interge-
neracional de la pobreza.

En este programa, las estrategias 
implementadas se basaron en un en-
foque integral que combinaba trans-
ferencias monetarias condicionadas 
con acciones para el desarrollo de 
capacidades humanas y estaba más 
focalizado, tales como las siguientes:

a). Las familias beneficiarias de-
bían cumplir con: la asistencia escolar 
de niños y jóvenes y participar en pro-
gramas de salud y nutrición. Se bus-
caba así promover cambios de com-
portamiento y garantizar que el apoyo 
tuviera un impacto a largo plazo.

b). Articulación de los sectores 
Salud, Educación y Desarrollo Social 
para garantizar que los beneficiarios 
accedieran a servicios de calidad.

c). Focalización basada en un 
diagnóstico socioeconómico detalla-
do para identificar a las familias en 
situación de mayor vulnerabilidad.
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d). Incorporación de un sistema 
riguroso de evaluación para medir sus 
impactos y realizar ajustes en su diseño 
e implementación.

La implementación del programa 
requirió de la participación de varios ac-
tores tanto gubernamentales como no 
gubernamentales, incluyendo entre los 
primeros al presidente.4 Incluyó a la Se-
cretaría de Desarrollo Social (SEDESOL), 
responsable de la coordinación del pro-
grama; la Secretaría de Salud (SS) y la 
Secretaría de Educación Pública (SEP), 
que implementaron las acciones vincu-
ladas a las condicionalidades. También 
participaron gobiernos estatales y mu-
nicipales, que contribuyeron a la ope-
ración del programa en las localidades. 
El mismo programa contaba con una 
coordinación, un consejo conformado 
por los titulares de las Secretarías de 
Desarrollo Social quien lo presidía; de 
Hacienda y Crédito Público; de Econo-
mía; de Educación Pública; de Salud; de 
Agricultura, Ganadería, Desarrollo Rural, 
Pesca y Alimentación, y del Trabajo y 
Previsión Social. Contaba con un coordi-
nador nacional y un comité técnico.

En el ámbito no gubernamental, 
el actor primordial fue la participación 
ciudadana. En cuestión de organismos 
internacionales actores como el BM y 
el Banco Interamericano de Desarrollo 
(BID) desempeñaron un papel crucial al 
proporcionar financiamiento y asesoría 
técnica. Además, académicos y centros 
4 Diario Oficial de la Federación (DOF). ACUERDO por el que se emiten las Reglas de Operación de PROSPERA 

Programa de Inclusión Social, para el ejercicio fiscal 2015, México, 16 de diciembre de 2014.  Disponible en:  
https://dof.gob.mx/nota_detalle_popup.php?codigo=5377725. 

5 CONEVAL. Programa de Inclusión Social PROSPERA 2014–2018: Evaluación específica de desempeño 2019–
2020. México, Consejo Nacional de Evaluación de la Política de Desarrollo Social, 2020. Disponible en:  ht-
tps://www.coneval.org.mx/EvaluacionDS/PP/CEIPP/IEPSM/Documents/Libro_POP_20.pdf.

de investigación colaboraron en el dise-
ño y la evaluación del programa, gene-
rando evidencia sobre su impacto.5

Los actores movilizaron una varie-
dad de recursos financieros, técnicos, 
humanos e institucionales. El gobierno 
federal asignó presupuestos específicos 
para el programa, gestionados a través 
de SEDESOL y ejecutados en colabora-
ción con la SEP y la SS. Además, se in-
virtió en infraestructura educativa y de 
salud para garantizar que las familias 
beneficiarias pudieran cumplir con las 
condiciones establecidas. El BM y el BID 
contribuyeron con financiamiento adi-
cional, así como con asesoría técnica en 
el diseño y evaluación del programa. Los 
académicos y centros de investigación 
aportaron conocimiento especializado, 
mientras que los gobiernos locales pro-
porcionaron apoyo logístico y operativo 
en las comunidades.

Entre los grandes desafíos de 
PROSPERA, uno de ellos fue garantizar 
la integración efectiva de los diversos 
sectores involucrados. La complejidad 
de las condicionalidades requería no 
solo una infraestructura adecuada, 
sino también un sistema robusto de 
monitoreo y evaluación. En muchas co-
munidades rurales e indígenas, la falta 
de acceso a servicios básicos compli-
caba su cumplimiento, lo que a menu-
do generaba exclusión de beneficiarios 
potenciales. Además, las instituciones 
enfrentaron críticas por el uso de cri-
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terios tecnocráticos que no siempre 
reflejaban las realidades locales, difi-
cultando la implementación eficiente.

PROSPERA dependía en gran me-
dida de financiamiento externo y de 
una estructura administrativa robusta, 
lo que generaba tensiones en momen-
tos de restricción presupuestaria.

Becas para el Bienestar Benito Juárez  

Las BBBJ, implementadas desde el 
año 2019, surgieron en un contexto 
político y social marcado por un cam-
bio de gobierno en 2018 y la promesa 
de una “Cuarta Transformación” (4T). 
La nueva administración buscó rede-
finir el papel del Estado, enfatizando 
la justicia social y la eliminación de 
intermediarios en la entrega de recur-
sos. La pobreza fue planteada como 
un problema de exclusión estructural 
que requería una respuesta inmedia-
ta y universal, lo que justificó la im-
plementación de transferencias no 
condicionadas. Además, el gobierno 
señaló que las condicionalidades de 
programas anteriores eran una forma 
de control social que limitaba la au-
tonomía de las familias beneficiarias.

Las BBBJ representan un giro ha-
cia un enfoque de transferencias mo-
netarias no condicionadas que prioriza 
la entrega directa de recursos a estu-
diantes en situación de pobreza sin 
exigir requisitos adicionales, bajo el 
argumento de reducir la burocracia y 

6 Consejo Nacional de Evaluación de la Política de Desarrollo Social, La evaluación de impacto del progra-
ma de BBBJ, México. CONEVAL, 2024. Disponible en: https://www.coneval.org.mx/SalaPrensa/Comunicados-
prensa/Documents/2024/Comunicado_08_Evaluacion_Impacto_PBBJ.pdf.

garantizar que el apoyo llegue de ma-
nera más ágil a quienes lo necesitan. 
Este modelo está fundamentado en la 
idea de una mayor inclusión y empo-
deramiento de las familias, otorgándo-
les mayor libertad para decidir cómo 
utilizar los recursos.6

La definición del problema en 
la agenda gubernamental ocurrió en 
2018, una vez instalada una adminis-
tración con una visión diferente. El 
problema fue identificado como una 
falta de acceso equitativo a la educa-
ción y como una necesidad urgente de 
apoyar a las familias más vulnerables 
sin condiciones que pudieran excluir a 
ciertos sectores. La narrativa guberna-
mental de la 4T planteó que las trans-
ferencias directas y universales eran 
una herramienta clave para garantizar 
derechos y reducir las brechas de des-
igualdad de manera inmediata.

Este programa basa sus estrate-
gias en:  

a). Transferencias directas y no 
condicionadas. Eliminar los requisitos 
permitió que más estudiantes en si-
tuación de pobreza pudieran acceder al 
apoyo económico de manera inmediata.

b). Prioridad a grupos vulnerables. 
Aunque el programa no impone condi-
cionalidades, da prioridad a estudiantes 
de comunidades indígenas, zonas rura-
les y contextos de alta marginación.

c). Descentralización administrati-
va. La entrega de recursos se realiza de 
manera directa a los beneficiarios, evi-
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tando intermediarios para reducir tiem-
pos y costos administrativos.

Entre los actores que hacen po-
sible la implementación del programa, 
el marco normativo estipula que es el 
presidente de ese sexenio es el encar-
gado de esta.7

Los actores gubernamentales in-
cluyen a la Coordinación Nacional de 
BBBJ, encargada de la operación del 
programa y a la SEP. También parti-
cipan otras instancias federales para 
garantizar la entrega directa de los re-
cursos. El programa incluye un coordi-
nador nacional y un comité técnico.

En cuanto a los actores no guber-
namentales, aunque su papel es menos 
visible incluye organizaciones sociales 
y comunitarias que han fungido como 
intermediarios informales para difundir 
información sobre el programa. Asimis-
mo, la academia y organismos inter-
nacionales han evaluado su impacto y 
señalado áreas de mejora, aunque con 
menor incidencia en el diseño inicial.

Las BBBJ se han financiado princi-
palmente con recursos del presupues-
to federal, priorizando la eliminación 
de intermediarios para reducir costos 
administrativos. La Coordinación Na-
cional de BBBJ gestiona directamente 
la entrega de transferencias, apoyada 
por herramientas tecnológicas para 
identificar a los beneficiarios y trans-
ferir los recursos de manera eficien-
te. Aunque la participación de actores 
internacionales y académicos ha sido 
limitada en comparación con PROS-
7 DOF. ACUERDO por el que se emiten las Reglas de Operación de PROSPERA Programa de In-

clusión Social, para el ejercicio fiscal 2019. México, 25 de enero de 2019. Disponible en: 
https://www.dof.gob.mx/nota_detalle_popup.php?codigo=5551581.

PERA, su papel ha sido relevante en la 
evaluación del programa y en la iden-
tificación de áreas de mejora.

Para las BBBJ, el principal reto 
institucional ha sido garantizar la co-
bertura universal en un contexto de 
recursos limitados y un sistema ad-
ministrativo simplificado. Aunque la 
eliminación de intermediarios busca 
reducir costos y tiempos, también ha 
generado problemas de seguimien-
to y monitoreo. La entrega directa de 
recursos, aunque más ágil, enfrenta 
riesgos como errores en la identifi-
cación de beneficiarios y potenciales 
prácticas clientelares en contextos po-
líticamente polarizados. La falta de un 
sistema de evaluación integral ha sido 
señalada como una limitación, ya que 
dificulta medir el impacto real del pro-
grama en indicadores educativos y de 
desarrollo humano.

Al priorizar la universalidad, este 
programa tiene el gran desafío de li-
diar con la creciente demanda de re-
cursos en un contexto de austeridad 
fiscal. Estos retos institucionales sub-
rayan la necesidad de fortalecer ca-
pacidades administrativas, garantizar 
la transparencia y promover una eva-
luación constante que permita ajustes 
basados en evidencia.

Conclusión 

La construcción del problema y su in-
clusión en la agenda pública respondió 
a diagnósticos de desigualdad y exclu-
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sión señaladas por la misma población, 
aunque con interpretaciones diferentes 
sobre las causas y las soluciones ne-
cesarias. Mientras PROSPERA enfatizó 
la corresponsabilidad y el desarrollo 
de capacidades, las BBBJ adoptaron un 
enfoque más inmediato y universalista, 
buscando garantizar derechos sin con-
diciones previas. Ambos casos mues-
tran cómo las prioridades políticas y los 
contextos socioeconómicos influyeron 
en la forma en que el problema de la 
pobreza se definió en la agenda guber-
namental, marcando diferencias claras 
en los enfoques adoptados.

Los dos programas tuvieron tanto 
estrategias como acciones diferentes, 
esto se debe a que el gobierno los im-
plementó con enfoques diferentes en 
cuanto a papel del Estado y la auto-
nomía de los beneficiarios, pero con 
un mismo propósito. De manera nor-
mativa, ambos programas tienen como 
actor gubernamental principal al pre-

sidente en turno sumando la colabo-
ración intersectorial. Cada actor mo-
vilizó recursos, no solo en atención a 
responder a los objetivos operativos, 
sino también a sus prioridades estra-
tégicas y enfoques ideológicos.

Estas políticas públicas al igual 
que todas, enfrentan retos al mo-
mento de planificarse, implementar-
se y llevarse a cabo, que van desde 
limitaciones presupuestarias hasta 
barreras administrativas y de coordi-
nación interinstitucional. 

Finalmente, una solución efectiva 
requeriría integrar los enfoques de am-
bos programas, combinando la inclusión 
y simplicidad de las BBBJ con los meca-
nismos de evaluación y desarrollo de 
capacidades de PROSPERA. Esto permiti-
ría atender las necesidades inmediatas, 
además de generar impactos sosteni-
bles a largo plazo en la superación de la 
pobreza educativa y la construcción de 
una sociedad más equitativa.
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“Ciudad Cercana”, una política pública 
con gobernanza participativa para la 

sostenibilidad urbana
Julio Ángel Pérez Cárdenas

El Colegio de la Frontera Norte
ORCID: 0009-0009-2500-786X

La ciudad de Chihuahua, con sus casi novecientos mil habitantes, representa en la 
actualidad un escenario contrastante. En su traza urbana se puede observar una 
evolución que pasó de la unidad a un tejido urbano fragmentado donde la inequi-
dad y la dispersión prevalecen. Sus habitantes, quienes transitan y viven la ciudad, 
narran historias de largas horas en el transporte público, el tráfico y la lejanía, 
además de padecer la desconexión barrial y el deterioro de los espacios públicos. 
Sin embargo, bajo la superficie de esta cotidianidad, se gesta una posibilidad de 
cambio. Se trata de Ciudad Cercana, una política pública visionaria que surge como 
una respuesta para intentar transformar no solo el espacio físico de Chihuahua 
como ciudad, sino también el tejido social de quienes la habitan. Se puede decir 
que es un llamado a reconectar, no únicamente el tema de los servicios públicos 
fundamentales, sino también la esencia de lo que significa vivir en comunidad.

La relevancia de esta política pública trasciende el ámbito local al alinearse 
con tendencias globales desde el urbanismo sostenible, la inclusión social, y un 
ejercicio de gobernanza más democrático, pues desde un marco global donde las 
ciudades se han convertido en los principales motores del desarrollo económico, 
social y cultural, ciertas iniciativas gubernamentales son fundamentales para ga-
rantizar un progreso que no excluya a los actores más vulnerables de la población.

El diseño de Ciudad Cercana

Como una de las principales ciudades del norte mexicano, Chihuahua se ha con-
vertido en un punto de crecimiento acelerado, marcado por el descontrol y la des-
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igualdad socioespacial, el cual se ma-
nifiesta en las zonas norte y oriente, lo 
cual se traduce en el hecho de que la 
ciudad en el presente tenga que en-
frentar retos significativos en términos 
de accesibilidad y de posibilidades de 
cohesión social. Muestra de ello es el 
Índice de Competitividad Urbana (ICU) 
de 2023, según el cual Chihuahua se 
encuentra en un nivel competitivo 
medio-alto, destacando en cuanto a la 
innovación y la seguridad, pero don-
de también sobresalen importantes 
rezagos en cuanto a movilidad urbana 
y distribución equitativa de recursos.1 
Este mismo índice señala que solo el 
45% de los ciudadanos tiene acceso 
eficiente al transporte público, mien-
tras que los tiempos de traslado han 
aumentado un 30% durante los últi-
mos ocho años. A partir de estas ci-
fras, puede entenderse que hay una 
incapacidad por satisfacer las necesi-
dades de una población que crece a 
un ritmo acelerado.

En ese sentido, Ciudad Cercana 
surge como una política pública que 
busca dar respuesta a esta proble-
mática. En su página de internet,2 se 
puede encontrar una definición de 
lo que es esta iniciativa, la cual des-
cribe que: “Su objetivo es reducir los 
tiempos de traslado, disminuir la de-
pendencia del automóvil y fomentar 
un estilo de vida más incluyente, di-
námico y sustentable en Chihuahua”. 

1 Instituto Mexicano para la Competitividad, Índice de Competitividad Urbana 2023. México, IMCO, 2023. Dis-
ponible en: https://imco.org.mx/indice-de-competitividad-urbana-2023/.

2 Ciudad Cercana, 2025. Disponible en: https://www.ciudadcercana.org/. 
3 Mariana Birche, Karina Jensen y Pilar Bilbao, “La ciudad de los 15 minutos y el espacio público de cercanía 

como elemento clave para el diseño de la ciudad postpandemia. El caso del partido de La Plata”, en Quid 
16, núm. 16, 2021-2022, pp. 86-108.

Con base en lo anterior, dicha defi-
nición encaja en el concepto de las 
“ciudades de 15 minutos”,3 la cual 
consiste en crear un modelo de ciu-
dad descentralizada, policéntrica y 
multiservicios, en la que los ciudada-
nos tengan que desplazarse tan solo 
por quince minutos para satisfacer 
sus necesidades esenciales.

De esta manera, inspirada en las 
mejores prácticas a nivel internacional, 
dicha política busca dar garantías a los 
habitantes para que estos puedan ac-
ceder a servicios básicos como salud, 
educación, transporte y espacios pú-
blicos en un radio de 15 minutos a pie 
o usando bicicleta. Este enfoque no 
solo mejora la calidad de vida de los 
ciudadanos, sino que también reduce 
la dependencia hacia los automóviles, 
buscando para mover un modelo de 
movilidad más sostenible y equitativo.

Como se había mencionado ante-
riormente, Ciudad Cercana se trata de 
una política pública ideada por el mu-
nicipio de Chihuahua, pero promovida 
por el Instituto Municipal de Planea-
ción (IMPLAN) en el año 2023; misma 
que, en su discurso, busca promover 
una ciudad centrada en las personas, 
dando prioridad a la proximidad y al 
hecho de vivir la ciudad de una mane-
ra más inclusiva, dinámica y que a su 
vez sea responsable con el entorno.

Retomando la información que 
se presenta en la página de Internet 
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de Ciudad Cercana, el contenido de 
esta iniciativa se enfoca en incentivar 
la inversión a nivel urbano, haciendo 
un énfasis en habitar con mayor ahín-
co zonas urbanas consolidadas de la 
ciudad capital con el objetivo de:

a). Estimular la inversión en áreas 
con mejor cobertura de servicios, in-
fraestructura y equipamiento urbano.

b). Mejorar la calidad de vida de 
los ciudadanos al reducir los tiempos 
y costos de traslado, fomentando el 
uso de medios de transporte soste-
nibles como caminar, la bicicleta o el 
transporte público eficiente, dismi-
nuyendo así la dependencia del au-
tomóvil privado.

c). Ofrecer alternativas de vivien-
da asequible para familias de bajos re-
cursos en zonas céntricas, facilitando 
su acceso a servicios y oportunidades.4

4 Ciudad Cercana. Disponible en: https://www.ciudadcercana.org/.
5 Idem.

De la misma manera, la referida pá-
gina explica que, para lograr estos objeti-
vos, dicha política pública ha implemen-
tado diversas estrategias, tales como:

1. Actualización del reglamento 
de desarrollo urbano para facilitar la 
construcción de más viviendas y nego-
cios dentro de la ciudad.

2. Estímulos fiscales, incluyendo 
descuentos en impuestos y permisos 
para quienes construyan viviendas en 
zonas céntricas, especialmente si es 
de interés social, buscando atraer a la 
gente y evitar la expansión desmedida 
de la mancha urbana. 

3. Desincentivos al uso excesivo del 
vehículo particular, promoviendo una 
movilidad más sostenible y saludable.5

En resumen, Ciudad Cercana bus-
ca replantear la estructura urbana de 
Chihuahua para hacerla más compacta 

Ilustración 1. Mapa del polígono de implementación del programa Ciudad Cercana, mismo que contempla 
la zona centro, centro sur, centro norte, sur, y poniente en un rango de 45 km2

Fuente. Ciudad Cercana política pública, 2025.
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y accesible, evitar el crecimiento des-
medido y revalorizar el territorio en 
función de mejorar la calidad de vida 
de sus habitantes. 

En su diseño, esta política pública 
está estructurada en tres ejes funda-
mentales: Accesibilidad, sostenibilidad 
y equidad. En un lapso de dos años, se 
han recibido cuarenta y cuatro solici-
tudes, solo ocho en lo que va de 2025, 
mientras que en este mismo espacio 
de tiempo de dos años se han analiza-
do 35 proyectos. Todo esto se traduce 
en un 81% de factibilidad.6 

Lo anterior representa un impac-
to que de a poco va organizando la vida 
urbana desde nuevas perspectivas. En 
ese sentido, el discurso de esta polí-
tica pública resulta atractivo en una 
ciudad donde el automóvil privado 
ha predominado históricamente y ha 
magnificado las distancias. Sin embar-
go, a través de estas iniciativas catalo-
gadas hacia el desarrollo de vivienda 
vertical, se busca justificar cambios en 
la percepción hacia una movilidad más 
saludable y que cumple con el objeti-
vo de ser sostenible, alineándose con 
tendencias observadas en ciudades re-
ferentes de la movilidad urbana como 
Bogotá en Colombia,7 y Ámsterdam en 
los Países Bajos.8

Por otro lado, según la Encuesta 
Nacional de Seguridad Pública urbana 

6 Idem.
7 Alejandro Echeverri y Francesco M. Orsini, “Informalidad y urbanismo social en Medellín: Plan de Mejora-

miento Integral de Barrios”, en Revista de Estudios Urbanos y Regionales, vol. 10, núm. 2, 2010, pp. 80-98.  
8 Jan Gehl, Cities for people. Washington, Island Press, 2011.
9 Instituto Nacional de Estadística y Geografía, Encuesta Nacional de Seguridad Pública Urbana (ENSU), se-

gundo trimestre de 2023. INEGI. Disponible en: https://www.inegi.org.mx/contenidos/saladeprensa/boleti-
nes/2023/ensu/ensu2023_07.pdf.

10 Echeverri y Orsini, art. cit.

del INEGI (2023),9 en la ciudad de Chi-
huahua, el 37.9% de la población de 18 
años y más consideró al gobierno de 
su ciudad como efectivo para resolver 
los problemas que enfrenta su núcleo 
urbano. De esta manera, la satisfac-
ción ciudadana es un componente 
fundamental en el éxito de cualquier 
política pública, ya que en este caso se 
ve reflejada una percepción subjetiva 
del impacto de las intervenciones que 
esta hace. Echeverri y Orsini afirman 
que, desde el análisis comparativo con 
ciudades como Medellín, se puede ha-
blar de implementación de programas 
desde el urbanismo social, ya que esto 
demuestra que la existencia de ini-
ciativas centradas en la recuperación 
del espacio público puede aumentar 
la cohesión social y el sentido de per-
tenencia comunitario hasta en veinte 
puntos porcentuales.10

Hablar de satisfacción desde la 
ciudadanía implica tomar en cuenta 
que los cambios coyunturales en la 
concepción de la ciudad a nivel urbano 
pueden verse desde un punto de vista 
positivo y no como una problemática 
especial, que incluso traiga consigo un 
involucramiento mayor de los habitan-
tes en la toma de decisiones. Al res-
pecto de ello, Díaz Aldret señala que 
la participación ciudadana en políticas 
públicas constituye un recurso para 
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que los gobiernos se desempeñen efi-
cazmente, desarrollen respuestas in-
novadoras y diseñen sistemas de go-
bernanza más flexibles que involucren 
la acción coordinada y cooperativa de 
actores extra gubernamentales y de la 
ciudadanía en general.11

Con base en lo anterior, los avan-
ces de Ciudad Cercana podrían estar 
contribuyendo no solo a la mejora de la 
calidad de vida, sino también a incre-
mentar la participación de la ciudada-
nía de la ciudad de Chihuahua con base 
en acciones gubernamentales que les 
benefician y favorecen a sentirse satis-
fechos. Esto se traduce en que la políti-
ca pública desde el nicho de su diseño 
no solo está transformando el espacio 
físico de la ciudad, sino también bus-
ca transformar las dinámicas sociales 
y económicas que lo sostienen. Su ma-
nera de impactar cuantitativa y cuali-
tativamente refuerza la importancia de 
las políticas públicas integrales como 
herramientas para construir ciudades 
más equitativas y sostenibles que pue-
dan alinearse con los Objetivos del De-
sarrollo Sostenible, (ODS) de la ONU, en 
particular con el ODS 11: “Ciudades y co-
munidades sostenibles”.

Desde el análisis, Ciudad Cerca-
na a la luz de su relevancia, no solo 
sirve para mejorar la posición de la 
ciudad de Chihuahua en el panorama 
nacional, sino también para generar 
aprendizajes replicables en contextos 
urbanos parecidos. Por lo tanto, hay 
que entender que el involucramiento 

11 Ana Díaz Aldret, “Participación ciudadana en la gestión y en las políticas públicas”, en Gestión y política 
pública, vol. 26, núm. 2, 2017, pp. 341-379. Disponible en: http://www.scielo.org.mx/scielo.php?script=sci_ar-
ttext&pid=S1405-10792017000200341&lng=es&tlng=es. 

de la ciudadanía desde los alcances 
de Ciudad Cercana como política pú-
blica puede plantear oportunidades 
y desafíos para la ciudad y su desa-
rrollo a futuro. 

Por ejemplo, gracias a la imple-
mentación de mesas de trabajo con 
desarrolladores, empresarios, socie-
dad civil y el sector educativo, se han 
generado avances significativos que 
han contribuido con ideas, pero se 
debe pugnar por garantizar que estos 
espacios ciudadanos no sean coopta-
dos por intereses de los grupos de po-
der o por particulares que desvirtúen 
el propósito inicial de inclusión hacia 
una narrativa estéril y servible única-
mente a nivel institucional.

Ante estos desafíos, una propues-
ta de conciliación y de equilibrio puede 
ser el diseño de una gobernanza híbri-
da; es decir, un modelo que combine 
los principios de la policentralidad y la 
coordinación efectiva. Lo anterior sig-
nifica incluir la unión de esfuerzos tan-
to del gobierno, del sector privado y de 
las organizaciones de la sociedad civil 
para la gestión de proyectos específi-
cos, lo que a su vez permitirá que los 
beneficios se distribuyan de manera 
más equitativa. También se pueden in-
corporar herramientas de innovación 
tecnológica en la esfera burocrática, 
como por ejemplo plataformas digita-
les para la participación ciudadana a 
partir de las que sea posible recopilar 
datos en tiempo real sobre las necesi-
dades y percepciones de la población; 
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esto mejoraría la capacidad de res-
puesta de las autoridades.

Con lo anterior, Ciudad Cercana 
es una política pública que se pue-
de entender como una herramienta 
transformadora que integra un diseño 
innovador con enfoque participativo. 
Sin embargo, como toda política, su 
éxito a largo plazo dependerá de las 
posibilidades de adaptación a los de-
safíos emergentes y en la construcción 
de alianzas sólidas entre los diversos 
actores que convergen en la ciudad de 
Chihuahua y que posibiliten alcanzar 
los estándares de competitividad ur-
bana y poco a poco se convierta en un 
modelo de equidad e inclusión.

Conclusión 

Ciudad Cercana, como política pública, 
es un intento ambicioso para transfor-
mar la ciudad de Chihuahua en un es-
pacio urbano más accesible, equitativo 

y por ende sostenible. No obstante, los 
beneficios que engloba el enfoque de 
enfatizar la proximidad y la justicia re-
distributiva del espacio urbano abor-
dando problemas históricos como la 
dispersión y la desigualdad, se debe 
entender que su viabilidad está lejos 
de ser asegurada.

La complejidad estructural y las 
limitaciones de recursos tanto finan-
cieros como institucionales y su ca-
pacidad para generar un impacto du-
radero son los grandes desafíos que 
podrían comprometer su alcance y su 
efectividad. El análisis de Ciudad Cer-
cana a través del Índice de Competi-
tividad Urbana pone de manifiesto 
tanto su viabilidad como sus limitacio-
nes. Sin embargo, los avances hasta el 
momento son testimonio del impacto 
positivo que puede tener una política 
pública que cuenta con un buen dise-
ño en una ciudad con desigualdades 
tan marcadas como Chihuahua.
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Todos Somos Juárez,
¿un modelo de aprendizaje?

Leslie Karissa Núñez López
El Colegio de la Frontera Norte

ORCID: 0009-0000-4397-4380

La violencia que se vivió en Ciudad Juárez entre los años 2008 y 2012 fue uno de 
los periodos más complejos de violencia urbana en México. De ser un símbolo de 
desarrollo industrial, la localidad pasó a ser un epicentro donde grupos delictivos 
se disputaban el control del tráfico de drogas a Estados Unidos.1 El gobierno federal 
optó por la militarización de la ciudad, una respuesta que generó desconfianza y 
dudas en la ciudadanía que creía que las corporaciones policiacas tomaban bando 
en la disputa y participaban en el narcotráfico. La desigualdad económica imperan-
te aumentó la vulnerabilidad de amplios sectores de la población, como los jóve-
nes que quedaban a expensas de ser reclutados por los grupos delictivos. Ciudad 
Juárez registró miles de homicidios anuales, por lo que llegó a posicionarse como 
una de las ciudades más peligrosas del mundo.2

Esta crisis de seguridad evidenció que la violencia no solo afectaba la inte-
gridad física de las personas, sino trastocó a la estructura social en su conjunto: el 
tejido social se fracturó, se debilitó la convivencia y la ciudad se sumergió en una 
crisis de identidad y pertenencia. Ese ocaso fue evidenciado en la masacre de Vi-
llas de Salvárcar en 2010, cuando un grupo armado asesinó a 15 jóvenes inocentes 
que celebraban una fiesta. Ante la magnitud del problema, resultó evidente que las 
políticas públicas tradicionales de seguridad, centradas únicamente en medidas 
punitivas, eran insuficientes.3

En respuesta a esta problemática, en 2010 el gobierno federal presentó la 
estrategia Todos Somos Juárez (TSJ): Reconstruyamos la Ciudad, un ambicioso plan 
1 José Andrés Sumano Rodríguez, “La violencia en Ciudad Juárez: a seis años de la estrategia Todos Somos 

Juárez”. Milenio, 17 de junio de 2018. Disponible en: https://www.milenio.com/nexos/violencia-ciudad-jua-
rez-anos-estrategia-juarez.

2 Marcela Turati. “...Y todos somos Juárez, gran negocio”. Proceso, 8 de noviembre de 2012. Disponible en: ht-
tps://www.proceso.com.mx/reportajes/2012/11/8/y-todos-somos-juarez-gran-negocio-110556.html.

3 Idem.
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que pretendía reconstruir la ciudad 
desde un enfoque multidimensional.

Los aciertos en TSJ

Todos Somos Juárez fue el resultado 
de un proceso de diálogo impulsado 
por la necesidad de responder al des-
contento social y de restaurar la legi-
timidad del Estado en Ciudad Juárez. 
Por todo el mundo circularon las imá-
genes de una ciudad herida: madres 
en duelo, testimonios de sobrevivien-
tes y los memoriales improvisados. 
Los medios de comunicación fungie-
ron un papel fundamental para dar 
a conocer la magnitud del problema 
y ponerlo como una prioridad en la 
agenda pública. Así también, diversos 
colectivos, tanto de familiares de víc-
timas, como organizaciones feminis-
tas y organismos internacionales de 
derechos humanos encabezaron es-
fuerzos como marchas, vigilias y actos 
conmemorativos para exigir justicia y 
acciones concretas contra la violen-
cia. En febrero de 2010, cuando el pre-
sidente de la República, Felipe Calde-
rón, realizó una visita a Ciudad Juárez 
y fue confrontado por ciudadanos que 
manifestaron abiertamente su frus-
tración, era evidente que la estrategia 
de seguridad basada únicamente en 
el uso de la fuerza no estaba funcio-
nando, y que era necesario replantear 
las políticas públicas implementadas 
hasta ese momento.4
4 Abraham Paniagua Vázquez e Ignacio Camargo-González, “La implementación de las políticas públicas para 

la prevención de la violencia en el municipio de Ciudad Juárez, Chihuahua: el involucramiento de la socie-
dad civil a través de los liderazgos comunitarios”, en Acta Universitaria, vol. 27, núm. 4, 2017. Disponible en:  
https://www.scielo.org.mx/scielo.php?script=sci_arttext&pid=S0188-62662017000400092.

5 Estrategia Todos Somos Juárez, Reconstruyamos la Ciudad. México, Gobierno Federal, 2010.

TSJ incluyó más de 160 acciones 
específicas para Ciudad Juárez, distri-
buidas en cinco ejes principales: segu-
ridad pública, desarrollo social, edu-
cación, salud y economía; y al mismo 
tiempo, requirió de la participación del 
sector público y privado en la defini-
ción de la estrategia, lo que permitió 
incorporar un enfoque colaborativo y 
adaptado a las necesidades locales.5

En el área de seguridad, se re-
forzó la presencia de fuerzas federa-
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les y se implementó la depuración del 
cuerpo policial local, descartando a 
elementos vinculados con actos de co-
rrupción, también se instalaron cáma-
ras de vigilancia y se actualizaron los 
protocolos de intervención para aten-
der situaciones de emergencia.

A la escala vecinal, se impulsó la 
convivencia ciudadana, construyen-
dóse nuevos centros comunitarios, 
rehabilitando parques y espacios de 
esparcimiento, y se impulsaron acti-
vidades culturales y deportivas. Estas 

6 Idem.
7 Idem.

acciones tenían como objetivo generar 
un entorno seguro para la población, 
donde se construyera un ambiente de 
confianza y se fortalecieran los víncu-
los comunitarios. Al mismo tiempo, se 
impulsaron proyectos de capacitación 
y apoyo psicológico para las familias 
afectadas por las violencias.6

El área de la educación fue un 
pilar importante de la estrategia. Se 
propuso la aplicación de los progra-
mas de becas, se construyeron nue-
vas escuelas en zonas marginadas y se 
buscó mejorar las condiciones de in-
fraestructura de algunas instituciones 
existentes. En términos del área de sa-
lud, se avanzó en la inauguraron clíni-
cas de atención primaria y se lanzaron 
campañas para la atención y preven-
ción de adicciones. Finalmente, en el 
área económica, se brindaron incenti-
vos fiscales y créditos para la reactiva-
ción de negocios además de fortalecer 
programas de empleo para jóvenes.7

La implementación de TSJ fue re-
sultado de un esfuerzo conjunto entre 
actores gubernamentales y no guber-
namentales. El gobierno federal mo-
vilizó un conjunto amplio de recursos 
financieros, humanos y materiales, 
asignando un presupuesto superior a 
los 3,300 millones de pesos a través de 
diversas dependencias como la Secre-
taría de Gobernación y la Secretaría de 
Seguridad Pública. Por parte de los go-
biernos estatal y municipal, su papel 
fue clave para la implementación de 
las acciones, la supervisión de los pro-

Luis Pegut, Las lavanderas de Blanco Gil.
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yectos de infraestructura y la coordi-
nación con autoridades comunitarias.8

Este financiamiento fue destina-
do principalmente a la construcción de 
infraestructura, la mejora de los servi-
cios de salud y educación y la inversión 
en el capital humano. La estrategia im-
plicó la movilización de más de 10,000 
elementos de seguridad, entre policías 
federales, estatales y fuerzas armadas, 
que participaron en operativos de vigi-
lancia y patrullaje. Además, se destina-
ron recursos para la modernización de 
los cuerpos de seguridad y la adquisi-
ción de equipo tecnológico, como cá-
maras de vigilancia y vehículos para pa-
trullaje. Asimismo, se contrató personal 
especializado en áreas de salud, edu-
cación y desarrollo comunitario, como 
psicólogos, trabajadores sociales y do-
centes, quienes fueron fundamentales 
para implementar programas de apoyo 
a las comunidades más afectadas.

El papel del sector empresarial 
fue fundamental en la reactivación eco-
nómica de la ciudad. En este sentido, se 
firmaron acuerdos y se otorgaron estí-
mulos fiscales y con ello, las empresas 
locales colaboraron en la creación de 
empleos y en la inversión en varios pro-
yectos. Algunas empresas colaboraron 
con la rehabilitación de espacios públi-
cos y la implementación de programas 
de capacitación laboral para jóvenes en 
situación de vulnerabilidad. Sin embar-
go, algunos críticos señalaron que estas 
intervenciones respondían a intereses 
particulares y, en algunos casos, los 

8 Idem.
9 Turati, op. cit.

apoyos económicos se concentraron en 
ciertos grupos privilegiados.9

Por parte de la sociedad civil y 
particularmente de las organizacio-
nes tuvo un rol crucial al promover la 
participación comunitaria y brindar 
atención a víctimas. Su participación 
se enfocó en organizar talleres, foros 
y actividades recreativas centradas en 
fortalecer el tejido social y recuperar la 
confianza ciudadana hacia las institu-
ciones. El papel de los lideres comuni-
tarios fue fundamental, ya que actua-
ron como mediadores entre gobierno 
y ciudadanía, contribuyendo a mejorar 
la comunicación y la transparencia.

Las limitaciones 

Al ser un programa con 160 acciones 
específicas, la estrategia TSJ enfrentó 
retos operativos y estructurales, y sur-
gieron dudas sobre la viabilidad de 
coordinar una estrategia de tal mag-
nitud en un contexto de alta conflicti-
vidad. Surgió dentro de la ciudadanía 
un cuestionamiento sobre la perma-
nencia de los militares en las calles, 
pues algunos consideraban que esto 
contradecía el objetivo de pacifica-
ción y aumentaba la tensión en las 
zonas más vulnerables de la ciudad. 
Aunado a ello, la infiltración de gru-
pos criminales en los cuerpos policia-
cos comprometió la credibilidad de la 
estrategia y limitó la efectividad de 
las acciones, dando como resultado 
una desconfianza ubicua.
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Otra limitante fue la ineficaz 
coordinación entre los distintos ám-
bitos de gobierno generado por con-
flictos de competencias, y evidenció 
los problemas de comunicación que 
ralentizaron la ejecución de algunas 
acciones. También hubo cuestiona-
mientos por presuntas irregularida-
des en la asignación de recursos de 
algunas acciones, lo que contribuyó 
a la mala percepción de que la fi-
nanciación se dirigió a beneficiar de 
manera directa a determinados sec-
tores. Al nivel de territorio, existieron 
tensiones con algunos colectivos que 
consideraban que su participación 
en el diseño de las políticas fue limi-
tada y que sus demandas no siempre 
fueron atendidas, ya que en algunas 
colonias la presencia de los progra-
mas fue limitada debido a problemas 
logísticos y de seguridad.

A quince años de su inicio e imple-
mentación, la limitación de TSJ que re-
salta es la falta de continuidad del plan. 
Tan solo en acción durante los últimos 
dos años del gobierno de Felipe Calde-
rón, el cambio de gobierno y de partido 
gobernante en 2012 significó el cese del 

programa. Nuevamente, la legitimidad 
del Estado fue cuestionada, y los lo-
gros y fracasos tuvieron de poco tiempo 
para arreglarse entre sí, generando, en 
un inicio, incertidumbre y después bro-
tes de descontento y abandono. 

Conclusión

La ambición de TSJ asentó algunas bases 
que con el tiempo fueron fundamenta-
les en la recuperación del tejido social, 
como en la restauración de lugares de 
esparcimiento y parques públicos y la 
participación de la ciudadanía. No obs-
tante, la aplicación expedita pareció in-
dicar una política pública más de corto 
alcance, duración y paciencia para las 
ciudades fronterizas. Con el paso del 
tiempo, la asignación extraordinaria de 
recursos—3,300 millones de pesos— hizo 
recaer en autoridades locales el mante-
nimiento de infraestructura física y so-
cial que poco a poco cayeron en desuso. 
La estrategia TSJ evidencia la necesidad 
de políticas públicas de largo plazo que 
trasciendan los periodos de gobierno y 
garanticen la permanencia de los pro-
gramas más allá de los ciclos políticos.
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